Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 13 minutos.) 


-La Comisión tiene a consideración la Carpeta N*1288/2013, “Marihuana y sus derivados”. Si 
bien no hemos podido concretar todas las audiencias y consultas que hubiéramos querido hacer, 
hemos dado por concluida esa parte y ahora corresponde considerar el texto aprobado en la Cámara 
de Representantes. 


Creo que podríamos considerar los distintos títulos por orden, a los efectos de ir desbrozando 
el camino. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Simplemente quiero fijar una posición que es la de que aunque no 
votemos el proyecto de ley, tal como hemos hecho en otras oportunidades, estamos dispuestos a hacer 
sugerencias que puedan mejorar la redacción si estas son atendidas, ya que tenemos entendido que 
esta ley es prácticamente un hecho. En definitiva, que no acompañemos esta iniciativa no significa que 
no ayudemos a lograr una mejor redacción y un texto lo más exacto posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 1”. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Decláranse de interés público las acciones tendientes a proteger, promover y 
mejorar la salud pública de la población mediante una política orientada a minimizar los riesgos y a 
reducir los daños del uso del cannabis, que promueva la debida información, educación y prevención, 
sobre las consecuencias y efectos perjudiciales vinculados a dicho consumo así como el tratamiento, 
rehabilitación y reinserción social de los usuarios problemáticos de drogas”. 


-En consideración. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Sin perjuicio de lo que dijimos hace un instante, creemos que este 
artículo programático declarativo pone en blanco y negro nuestra principal crítica a la aprobación de 
este proyecto de ley. 


Cuando el texto establece que va a “minimizar los riesgos y a reducir los daños del uso” de 
esta sustancia; cuando sostiene que tratará de educar e informar para prevenir “las consecuencias y 
efectos perjudiciales vinculados a dicho consumo” y luego se refiere a la “rehabilitación y reinserción” 
de quienes utilizan drogas, nos damos cuenta de que el propio Poder Ejecutivo y la propia Cámara de 
Representantes -no sé si el texto es exacto, pero tomamos este- entran con sentimientos 
contradictorios a esta pieza de legislación. No es nítidamente una respuesta, se ataja -como diríamos 
en criollo-, establece condicionantes y describe una circunstancia que es preocupante. 


Por tanto, si hay riesgos, si hay daños, si se trata de evitar los efectos perjudiciales, se está 
poniendo en duda la propia materia legislativa que estamos considerando. 


Lo que simplemente quería decir es que en este artículo está quizás retratada la ambivalencia 
que tiene el propio patrocinante -el Poder Ejecutivo o la mayoría de la Cámara de Representantes- y la 
que nosotros también tenemos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si algún otro señor Senador desea hacer uso de la palabra. Yo, a su 
vez, me anoto para hacerlo. 


SEÑOR AGAZZI.- Este es un artículo declarativo. En este sentido, quiero decir que no me gustan 
mucho este tipo de artículos porque, en realidad, las leyes no están para declarar sino para proveer 
herramientas y resolver problemas. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Apoyado. 
SEÑOR AGAZZI.- De todas maneras, en este proyecto de ley se establece su finalidad. 


Hoy es un hecho objetivo que existe un consumo recreativo de productos derivados de la 
especie cannabis y, a la vez, está científicamente demostrado que eso produce daños en el organismo 
si se consume de forma inadecuada y con una calidad problemática. 


Por tanto, esta iniciativa tiene como finalidad minimizar los riesgos de ese consumo que ya 
existe. Reitero: existe y también existen los daños que produce en nuestra sociedad porque la 
estrategia que se usa para controlar esos daños no es la adecuada. Se nos presenta una situación un 
poco rara porque el consumo de productos de cannabis -sobre todo el más conocido, el cannabinol- 
está permitido, pero su comercialización está prohibida. Entonces, tenemos algo que no es chicha ni 
limonada. En realidad, sí es chicha, porque como está permitido el consumo, la gente lo consume a 
través de las redes de narcotráfico. De esta forma, estamos obligando a quienes consumen estos 
productos a realizar transacciones que están prohibidas y generando un mercado negro prohibido- 
permitido porque no hay otra forma de que quienes tienen derecho a consumirlo puedan acceder a los 
productos del cannabis. En realidad, estos productos están disponibles y figuras prominentes del país 

-también aquí en el Parlamento- han dicho públicamente que han consumido o pueden consumir 
cuando quieran. En consecuencia, me parece que este proyecto de ley intenta superar ese dualismo y 
probar una estrategia diferente que tiene fundamentos y que estará sujeta a la prueba del nueve de la 
realidad de todos los días. Nosotros vamos a apoyar esta modificación de la política de drogas, 
específicamente para el caso del cannabis pero, desde un inicio, quiero dejar claro que esto está bien, 
que es para minimizar los riesgos y reducir los daños que esta droga ocasiona en nuestra población. 
De ninguna forma esta iniciativa pretende facilitar el uso recreativo de un producto que es nocivo para 
la salud y que hay que combatir. Todo el proyecto de ley tiene esta finalidad y por eso, a medida que 
vayamos considerando los distintos artículos, voy a dar mi apoyo porque es algo que hace mucho 
tiempo se viene discutiendo en el Poder Legislativo, a partir de distintas iniciativas. En síntesis, voy a 
comenzar votando el artículo 1% que es el que declara los fines y continuaré votando el resto del 
contenido de esta iniciativa porque entiendo que algo tenemos que hacer. Me parece que decir que no 
se puede cambiar la estrategia es condenarnos a quedarnos como estamos y no lo acepto porque hay 
que probar y trabajar por otros caminos, sobre todo en aquellos que mejoren la salud y los derechos de 
la población. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Había dicho que me iba a anotar para expresar mi opinión. 


Creo que este artículo 1% no guarda relación con el contenido del proyecto de ley y es una 
declaración que si se hiciera en forma aislada, es perfectamente compartible. Sin embargo, no hay 
congruencia entre lo que se declara en el artículo 1%, es decir, las acciones tendientes a proteger, 
promover y mejorar la salud pública de la población, y el cuerpo del proyecto de ley que lo que hace es 
aumentar la oferta y establecer una lógica de competencia entre el Estado y el narcotráfico para ver 
quién se queda con el mercado del uso del cannabis, legalizando su producción y comercialización - 
con determinadas condiciones pero legalizándolo al fin-, sin perjuicio de que sea una sustancia cuya 
neurotoxicidad y efecto negativo sobre el organismo están totalmente demostrados. De manera que 
creo que este artículo tiene dos problemas. En primer lugar, que si bien en lo declarativo dice que 
persigue mejorar la salud pública de la población, como dije, eso no se condice con las disposiciones 
que vienen a posteriori. Por lo tanto, me parece que todo el proyecto de ley entra en contradicción con 
la responsabilidad que establece el artículo 44 de la Constitución que establece que el Estado legislará 
en todas las cuestiones relacionadas con la salud e higiene públicas y agrega, “procurando el 
perfeccionamiento físico, moral y social de todos los habitantes del país”. Está claro que este proyecto 
de ley no procura eso, procurará otra cosa; no es compatible con el objetivo de legislar todas las 
cuestiones relacionadas con la salud y la higiene, buscando el perfeccionamiento físico, social y moral 
de la población. 


Comparto totalmente la argumentación de que hay que cambiar la estrategia actual porque es 
evidente que no está dando resultado. Pero cuando en la Comisión interrogamos al Subsecretario del 
Ministerio de Salud Pública sobre cuáles de las disposiciones específicas de la actual ley vigente sobre 
estupefacientes se estaban cumpliendo, dijo que no se cumplían; cuando le preguntamos a las 
autoridades de la educación si se estaban cumpliendo esos mismos artículos de la ley de 
estupefacientes -que establece obligaciones para con el Estado de brindar información, educación y 
prevención, como dice la segunda parte del artículo 1”-, también reconocieron que no se estaban 
cumpliendo. Por lo tanto, creo que antes de cambiar la estrategia actual por otra, lo primero que habría 
que hacer sería dar cumplimiento a las disposiciones ya existentes. Creo que este artículo 1% es 
declarativo, pero no dice nada nuevo con respecto a lo que ya existe, y no reconoce que lo que ya 
existe no se está cumpliendo, por lo que estamos teniendo los resultados que están a la vista. 


También quiero dejar constancia de que las consecuencias y los efectos perjudiciales 
vinculados al consumo del cannabis son distintos según el momento de la vida en que se empieza a 
consumir. Cuando ello ocurre durante la niñez y la adolescencia esos efectos sobre el sistema nervioso 
central son mucho más perjudiciales, aumentando los riesgos de la adicción y trastornando el 
aprendizaje. Creo que si lo que se quiere es promover, como dice la Constitución, sujetos más 
perfeccionados desde el punto de vista físico, social y moral, lo que habría que hacer es cumplir con 
las disposiciones vigentes. 


Por cierto, existe una contradicción en el hecho de que el consumo no esté penado y cualquier 
forma de acceso a la droga sí lo está, y ello es resultado de una política largamente sostenida por 
personas muy prestigiosas dentro de mi partido, como las doctoras Adela Reta y Ofelia Bachini, 
quienes consideraban que los consumidores de este tipo de drogas ilícitas y los consumidores 
abusivos del alcohol eran, como ellas decían, viciosos o enfermos, pero no delincuentes y, por lo tanto, 
el consumo no era un delito. Obviamente, eso ha creado una contradicción y, en la medida en que el 
uso de esta droga se ha ido generalizando, dicha contradicción se hace más difícil de sobrellevar. La 
droga no es inocua, es enormemente nociva, particularmente cuando se comienza en la niñez o en la 
adolescencia, y quiero recordarles a los demás integrantes de la Comisión que la edad promedio de 
inicio de consumo en el Uruguay son los quince años y sigue descendiendo. 


Por todas estas razones no voy a acompañar este proyecto de ley, porque dice una cosa pero 
en realidad busca otra; dice que quiere promover la salud, pero en realidad trata de debilitar al 
narcotráfico y, por lo tanto, no es una ley de salud pública. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Por mi parte, quiero hacer una consulta dirigida a los colegas 
Senadores y también a la Secretaría. 


Seguramente se esté en conocimiento de que existe una Asociación de plantación de 
cannabis no alucinógena; quizás este último no sea el término adecuado pero, en fin, me refiero a la 
planta que sirve para hacer el cáñamo, por ejemplo. Quisiera saber si se ha recibido literatura al 
respecto, o si se han realizado los contactos pertinentes. Lo pregunto porque me parece que es una 
cuestión muy interesante. Reitero: esa variedad de cannabis se usa para hacer telas. 


En definitiva, apelo al señor Senador Agazzi quien, por su profesión, de plantas sabe más 
que nosotros, y pregunto: ¿en el proyecto de ley queda claro que no se está hablando de aquella clase 
de cannabis? 


SEÑOR AGAZZI.- El género cannabis tiene muchas especies distintas. Aquí se trata del cannabis 
sativa; ese sería el nombre de género y especie. A su vez, ese cannabis sativa tiene líneas genéticas 
con alto componente de THC y otras con muy bajo componente de THC; precisamente, entre estas 
últimas se encuentra la que se usa para hacer fibras y cuerdas. En realidad, en el proyecto de ley eso 
está regulado; por eso participa el Inase, que es el proveedor y el que produce las semillas para el 
consumo interno. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿No sería conveniente que en el texto figurara el nombre latino 
exacto, de modo que quedara bien definida la planta de que se trata? 


SEÑOR AGAZZI.- El nombre figura en el proyecto de ley. 
(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la inquietud que plantea el señor Senador Lacalle Herrera tiene una 
resolución más adelante, en el propio proyecto de ley. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Por nuestra parte, vamos a votar afirmativamente este proyecto de ley 
y, por supuesto, acompañaremos este artículo que, en definitiva, sintetiza y condensa los objetivos que 
se persiguen. 


Todos sabemos que en el mundo el problema del consumo de drogas reviste cada vez mayor 
gravedad, ocasionando cantidad de riesgos y trastornos, provocando así la creciente preocupación de 
los Gobiernos. Es así que han surgido respuestas a nivel internacional, sobre todo porque las 
estrategias que se han puesto en práctica en el área de la lucha contra las drogas no han dado los 
resultados esperados. 


Cabe recordar que en esta materia las estrategias son muy simples: se actúa sobre el 
consumo o sobre la oferta. Realmente, lo ideal sería que no hubiera más oferta de drogas, que estas 
desaparecieran, que no se cultivaran más; así no habría consumidores, lo que también sería ideal. 
Ahora bien, ninguna de estas cosas es factible. Reitero: ninguna es factible. Por lo tanto, se ha actuado 
en los dos polos, es decir, mediante una represión basada en la cuestión de la ilegalidad, para ver si de 
esa manera se lograba disminuir la oferta y se podía actuar también sobre el consumo. Ahora bien, los 
hechos han demostrado que eso no ha sido posible, lo que ha determinado que los propios organismos 
internacionales hayan empezado a pensar en la necesidad de cambiar estrategias. Eso es lo que el 
Uruguay está analizando en este momento. Es precisamente en función de ese análisis y de las 
circunstancias y repercusiones que el consumo de drogas -en este caso la marihuana- ha tenido en el 
país, que se ha decidido promover este proyecto de ley. En el artículo 1% están los fundamentos, y 
desde nuestro punto de vista la interpretación -que difiere de la del señor Presidente de la Comisión y 
de la del señor Senador Lacalle Herrera- es válida. Este proyecto de ley apunta a resolver los tres 
objetivos que están en el primer artículo: minimizar riesgos y reducir daños. 


Consideramos que todas las drogas -y en este caso, en particular, la marihuana- tienen sus 
acciones nocivas. En ese sentido existe toda una bibliografía y en su momento lo vamos a explicar 
desde el punto de vista científico. Queremos disminuir el consumo, y si no podemos hacerlo por lo 
menos intentaremos atenuar sus daños y los riesgos que genera; ese es uno de los objetivos de este 
proyecto de ley. Creemos, repito, que con esta iniciativa vamos a minimizar los riesgos y a reducir los 
daños. 


Además, los otros dos objetivos tienen que ver con actuar sobre el consumo a través de la 
información, la educación y la prevención. Hay una serie de contenidos en la iniciativa que apuntan a 
eso e, inclusive, a potenciar lo que significa el tratamiento, la rehabilitación y la reinserción social de los 
usuarios. Todo esto apunta a disminuir el consumo. 


En definitiva, desde nuestro punto de vista este artículo 1% resume los objetivos a los que 
apunta el proyecto de ley y ese es el motivo por el que lo vamos a votar. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Parece que estamos en una discusión general en una sesión del 
Senado, por lo que yo, que pensaba dejar estas constancias en el momento de su tratamiento en el 
Pleno, no tengo más remedio que señalar aquí algún otro aspecto. Se ha señalado por parte de 
principales figuras, incluso del Presidente de la República, que estamos haciendo un experimento. Es 
decir que estamos poniendo a nuestro país como pieza de ensayo acerca de qué puede pasar en una 
sociedad si se legaliza -relativamente, porque vemos que hay un monopolio- la 
producción, la venta y el consumo, que no está penado, pero ahora ya integra un total de libertad. A mí 
no me gusta mucho esto de que nuestro país sea un lugar de ensayo. Me parece que es, inclusive, 
desde el punto de vista de nuestra nacionalidad, un paso muy riesgoso, porque el ensayo implica dos 
resultados: bueno o malo. Puede ser que dentro de veinte años -es decir que habrá pasado una 


generación-, cuando ya no estemos, por cierto, en este mundo, alguien haga el análisis y diga: “Que 
lástima que nos equivocamos”. El me equivoqué ya no es el me equivoqué de otra cosa, es el me 
equivoqué con una generación entera de ciudadanos. Entonces, el hecho de que se usen las palabras 
“experiencia”, “experimento” o “estamos experimentando” me provoca un rechazo sereno, pero muy 
firme, porque no espero que mi país sea el conejillo de Indias ni el laboratorio donde se hacen pruebas 
de este tipo. 


Por otro lado, y con alarma, vimos que en nuestro país se realizó una campaña tendiente a 
explicar lo que el uso de esta sustancia podía representar. Esa campaña fue financiada por una 
persona muy importante desde el punto de vista económico e internacional, el señor Soros, con quien 
se reunió nuestro Presidente en Estados Unidos. En ningún momento los avisos de esa campaña 
señalaron que esa sustancia era nociva para la salud. Esto dio lugar a una discusión bastante fuerte 
entre esta persona, el señor Soros, y el señor Diputado Trobo, en una reunión mantenida en Europa 
hace quince días, en la que el Representante nacional le señaló al señor Soros que lo responsabilizaba 
por una campaña en la cual solo se hablaba de los beneficios, pero en ningún momento de los 
perjuicios que podía causar el consumo de esta hierba o sustancia. 


Entonces -y esto no había más remedio que decirlo ahora y simplemente es para todo el 
articulado-, a nosotros, entre otras cosas, no nos gusta el hecho de que nuestro país sea tomado como 
conejito de Indias a los efectos de hacer una prueba. ¿Por qué? Porque estamos haciendo esa prueba 
con nuestra juventud, con nuestra sociedad, con nuestros valores, con las normas internas de 
comportamiento y relacionamiento. ¿Y si mañana resulta que fue un error? ¿Vamos a resucitar al señor 
Presidente y a resucitarnos todos dentro de veinte años para decir que nos equivocamos? Porque una 
cosa es decir que nos equivocamos en temas de negocios que, mal que bien, tienen arreglo, cuesten o 
no, mucho o poco; pero equivocarse en una experiencia sobre el ser humano, sobre las pautas, sobre 
los valores y sobre la juventud de un país, ya lo veo con mucha preocupación, señor Presidente, con 
total respeto por los compañeros del Senado que van a apoyar esta iniciativa. No puedo dejar de 
manifestar que veo a mi país bajado de categoría y bajado por nosotros mismos, al nivel de “vamos a 
probar”. Mientras tanto, todo el mundo estará mirando sin importarle si el resultado de la experiencia en 
Uruguay fue bueno o malo. Me parece que no es lo que deseamos para nuestro país. 


Dicho esto, no voy a hacer más consideraciones políticas generales, porque se harán en el 
Plenario y vamos a contribuir a que el proyecto de ley salga mejor redactado, como dijimos al principio. 


SEÑORA MOREIRA.- Comparto las consideraciones que hicieron los señores Senadores Agazzi y 
Gallo Imperiale. 


Voy a referirme a cuatro puntos. 


En primer lugar, dado que el señor Senador Lacalle Herrera decía que aquí estamos 
haciendo las consideraciones generales del proyecto más que el tratamiento del primer artículo, quiero 
decir que este proyecto está basado en una convicción que anima a nuestro país y a nuestro Gobierno, 
pero que también está animando a otros países de América Latina en este debate sobre las drogas. Es 
la constatación de que la guerra contra las drogas de la manera que se ha asumido hasta ahora, ha 
fracasado rotundamente, ha dejado un tendal de muertos, una economía subterránea floreciente y un 
mercado de consumo cada vez más expandido. Entonces, este proyecto se enmarca -y es una 
audacia; eso es verdad- en consideraciones más generales que están haciendo los países productores 
de drogas -que son los países latinoamericanos- en relación con la experiencia de control del mercado 
de drogas producida por los países consumidores de drogas, como Estados Unidos. Así que esta idea 
de que la guerra contra las drogas ha fracasado, es una idea que nosotros asumimos pero que además 
ha sido expuesta por Presidentes como Zedillo, Gaviria y Fernando Henrique Cardoso, que no 
comparten con nosotros una perspectiva ideológica, sino que más bien comparten una misma 
preocupación por la forma en que los Estados latinoamericanos han venido siendo invadidos 
crecientemente por economías criminales derivadas de esta modalidad de lucha contra las drogas. 


Por otra parte, el artículo 1% lo que evidencia es la intención de hacer una política de 
reducción de daños; se enmarca en esta estrategia -que está siendo discutida en el mundo- de 
reducción de daño que consiste en políticas regulacionistas. Pero para ser políticas regulacionistas 


tienen que abandonar el modelo prohibicionista, porque solo podemos regular y controlar aquello que 
conocemos y que somos capaces de conocer y con lo cual somos capaces de hacer una política. Para 
eso, el modelo prohibicionista debe ser abandonado. 


En tercer término, cuando el artículo 1% se refiere a proteger, promover y mejorar la salud 
pública -aquí me voy a permitir expresar una discrepancia con la Presidencia de la Comisión-, alude 
exactamente a esta política sanitaria que, a su vez, está expresada en el Capítulo ll, “De la salud y la 
educación de la población y los usuarios”. 


En este punto, me parece muy importante diferenciar entre el consumo de sustancias 
psicoactivas y la adicción a esas sustancias, porque creo que damos por sentado que las personas que 
consumen drogas son adictas. Si llevamos este razonamiento a las drogas que más consumimos, 
como el alcohol y el tabaco, tendríamos que decir -como señalan algunos estudiosos del tema- que el 
mercado de las drogas recuerda al del alcohol, con muchos consumidores ocasionales y un pequeño 
número de consumidores intensos, que además lo son durante muchos años. En el Uruguay tenemos 
cerca de 400.000 consumidores de alcohol -estoy segura de que muchos de nosotros nos encontramos 
dentro de los consumidores ocasionales- y, sin embargo, el número de alcohólicos o de adictos al 
alcohol -que lo son intensamente durante años- es muy menor. Bueno, con las drogas sucede lo 
mismo, pero los prejuicios que derivan de su penalización nos impiden visualizar a las drogas de la 
misma manera que al alcohol; tenemos muchos más prejuicios a la hora de pensar en la adicción que 
nos puede provocar un vaso de whisky que los que existen a la hora de considerar a alguien que se 
fuma un cigarrillo de marihuana. 


En definitiva, creo que tenemos que diferenciar la regulación del mercado de consumo de 
drogas, de alcohol y de tabaco, del tema de la adicción. El término “adicción” se utiliza para designar 
una relación muy especial de las personas con una sustancia, o también puede ser con la comida, con 
el sexo, con el juego; cualquier psicólogo sabe que la adicción expresa una peculiar forma en que las 
personas se relacionan con sustancias o con ciertas actividades, pero no es la sustancia en sí misma. 
Insisto: las personas pueden volverse adictas a muchas cosas, no solamente a las drogas. Entonces, 
me parece que la política de reducción de daños genera una política regulatoria en la que separamos y 
controlamos el mercado de consumo de las drogas -en este caso del cannabis- de la política de 
adicción. 


Quiero decirle, señor Presidente, que, como sabe, acá también estamos considerando un 
proyecto de ley para el tratamiento de las adicciones en general, y esa iniciativa entraña aspectos 
específicos de la política tendiente a deshabituar a aquellos adictos. Me parece muy importante que 
tengamos presente que una persona que fuma un cigarrillo de marihuana no se transforma en 
drogadicta; hacen falta muchísimas más cosas para calificarla así. Aprovecho para decir que todo esto 
está siendo estudiado, porque el vínculo que hay entre el consumo adictivo de drogas y otros 
problemas de salud mental es parte de un estadio de tratamiento científico sobre el cual todavía no se 
ha llegado a conclusiones en cuanto a las relaciones entre los border line -personas que padecen 
trastorno límite de la personalidad- y el consumo de sustancias psicoactivas. Esto está en fase de 
investigación, o sea, no sabemos cuánto de la adicción no responde a otras patologías de orden 
mental menos estudiadas, pero eso lo vamos a poder saber el día que tengamos una política; nunca 
antes. 


A propósito, hay bastantes más personas con padecimientos de salud mental que drogadictas, 
a quienes deberíamos dedicar una atención similar a la que estamos destinando a los adictos. 


En cuanto al experimento, sí creo que este lo es en el sentido de que somos pioneros y de 
que toda ley que cambia un estado público de cosas -o no tan público- es un experimento. De la misma 
manera, la despenalización del aborto es un experimento, y me parece muy bien que así sea, porque 
las sociedades son campos de experimentación legislativa todo el tiempo. Considero que este es un 
buen experimento; no me parece mal utilizar ese término, pero quiero decir que la política de 
regulación del tabaco también fue un experimento; todas las leyes lo son hasta el momento en que 
dejan el papel y se transforman en conductas institucionalizadas de las personas. Solo en ese sentido 
una ley deja de ser experimento y se transforma en una norma internalizada por los sujetos, pero 


desde que se sanciona la ley hasta que la conducta se internaliza y forma parte de las costumbres y 
los hábitos de la población, transcurre muchísimo tiempo. 


Por lo tanto, creo que este es un gran proyecto de ley, que va a marcar un antes y un después 
en el tratamiento de esta droga, de la cannabis en el Uruguay. Sabemos que esta es una droga 
utilizada por los jóvenes y no tanto por las generaciones más viejas, por lo que me parece que el 
prejuicio está contaminando mucho el tratamiento de este tema. No tengo dudas de que con el pasaje 
de los años, si esta droga se regula convenientemente esos prejuicios desaparecerán y miraremos 
estas instancias del pasado como miramos ahora la Ley Seca y los estragos que ocasionó en los 
Estados Unidos. Me parece que estamos dando un paso importante y que esta es una buena ley, que 
ha sido discutida, cambiada y muy mejorada. Creo que estamos siendo, en estos momentos, mirados 
por los ojos del mundo, ya que así como ocurrió con la despenalización del aborto, nuestro país vuelve 
a ser pionero en su moral liberal constitutiva, que fue la moral con la que el Uruguay fue democrático, 
igualitario y tolerante. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Simplemente quería hacer una acotación sobre la exposición de la 
señora Senadora Moreira, que hemos escuchado con mucha atención. Ella mencionaba la adicción a 
la comida, al alcohol y al sexo pero, en lo personal, espero que no nos traigan proyectos para legislar 
sobre esos temas, porque en ese caso estaríamos tratando de regular excesivamente la libertad de 
cada uno. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero decir que ya hay leyes sobre alguno de esos temas, ya que la ley sobre 
alimentación saludable ha sido una forma de regular los hábitos alimentarios de la población; en 
realidad, las leyes ya existen. 


SEÑOR MOREIRA.- Si uno lee este artículo 1%, es muy difícil no estar de acuerdo con lo que dice, ya 
que se trata de una declaración de principios. ¿Quién no va a coincidir en que son de interés público 
las acciones tendientes a proteger, promover, mejorar la salud, minimizar los riesgos y reducir los 
daños del uso del cannabis? Estamos de acuerdo con todo eso y estamos totalmente de acuerdo 
también con este artículo si los que vienen después no fueran lo que son. Tal vez, también podríamos 
coincidir con el artículo 3*, que trata sobre el disfrute de los espacios públicos en condiciones seguras, 
sobre la prevención de las enfermedades y los riesgos que implica el comercio ilegal y el narcotráfico. 
Pero no estamos de acuerdo con el instrumento que luego desarrolla la ley para lograr esos supremos 
objetivos, con los cuales todos coincidimos. Creo que ninguno de nosotros tiene dudas de que el uso 
del cannabis es perjudicial para la salud; en eso todos tenemos una total coincidencia. Pero sí tenemos 
una radical discrepancia en cuanto a la forma mediante la cual vamos a reducir los daños y a tratar de 
prevenir, en la medida de lo posible o de lo imposible, el uso, la adicción y todo eso que tantas 
consecuencias perjudiciales tiene para la salud y, por supuesto, ni qué hablar con lo que tiene que ver 
con sus consecuencias sobre la seguridad pública. 


Creo que aquí estamos asistiendo a la discusión del proyecto en general porque, por lo que yo 
he escuchado, en ese artículo 1% estamos haciendo la consideración general de la iniciativa. Por mi 
parte, simplemente quiero destacar mi coincidencia con lo expresado por mi compañero el señor 
Senador Lacalle Herrera en cuanto a que las leyes no son para experimentar, sino para transformar la 
realidad, pero en forma racional y asumiendo los riesgos que conlleva innovar en materia legislativa. 
Creo que en este caso estamos asumiendo riesgos desproporcionadamente altos para los fines que se 
persiguen. En mi opinión, esto no va a dar resultados, aunque eso es algo sobre lo que ya hemos 
discutido. El fundamento primero de este proyecto fue el de contribuir a la seguridad pública, en la 
medida en que se pudiera luchar más eficazmente contra las bandas de narcotraficantes. 


Estoy absolutamente convencido de que nada se va a lograr con la aprobación de este 
proyecto de ley en tal sentido. Digo esto, en primer lugar, por la franja etaria no considerada en el 
proyecto de ley, es decir, los menores de dieciocho años. En este sentido, aquí ha quedado claramente 
de manifiesto -a través de los representantes de las Cátedras que nos visitaron- que la edad promedio 
de iniciación en el consumo -hasta riesgoso y abusivo de cannabis y de otras drogas- se sitúa bastante 
por debajo de ese límite de edad. De hecho, esto lo dijeron los representantes del Codicén, ya que 
cuando en un momento de la sesión comenté que se consumía en los liceos, la Consejera Teresita 
Capurro dijo que en la escuela también sucedía eso. Entonces, ante esas aseveraciones hechas por 


gente que está en contacto diario con consumidores de muy temprana edad y también con gente que 
comercializa la droga en esos ámbitos, ¿cómo vamos a obtener buenos resultados? Me pregunto cómo 
los muchachos van a continuar accediendo a esa droga si no es a través del comercio ilegal, y no 
mediante este régimen regulado de comercialización, producción, cantidades y lugares donde se 
expende, si mucho de los consumidores van a llegar a ella por la vía actual, es decir, de las 
organizaciones de narcotraficantes. 


Por otra parte, quiero señalar que detesto el término “experimentar” con seres humanos, me 
parece peligrosísimo, y como abogado no puedo admitir que se sancionen leyes para experimentar. 
Esto me hace acordar a los ratones y, en realidad, estamos hablando de seres humanos; el término 
“experimentar” rechina, choca. Considero que no deberíamos hablar nunca de ello en materia 
legislativa. 


Sinceramente, yo -que he tenido alguna experiencia en materia de seguridad pública gracias 
al señor Senador Lacalle Herrera, aunque aquellos eran otros tiempos- estoy seguro de que nada se 
va a obtener en la lucha contra el narcotráfico. Reitero, nada. Digo esto porque aquí ha quedado 
también muy claro que asistimos a fenómenos de policonsumo como forma corriente de consumo de 
droga. Esto significa que los que consumen marihuana también toman alcohol y consumen pasta base 
y cocaína. 


Esto lo dijeron los representantes de la Cátedra de Toxicología que tiene un centro de atención 
para eso y atienden diez mil personas por año. Lo dijeron con todas las letras: aquí el tema del 
policonsumo es recurrente y frecuente. Repito, lo dijeron. Y si hay policonsumo, aquellos que son 
adictos a la pasta base o que la consumen aunque no sean adictos, van a ir a obtenerla en las redes 
de narcotraficantes y de comercio ilegal. Por tanto, tenemos una franja temporal que no está 
alcanzada, que va a seguir el camino de la ilegalidad, de ese circuito delictivo que tantos dolores de 
cabeza le da al gobierno y a todos los uruguayos, que genera esa violencia irracional a la que 
asistimos hoy y que no ha podido ser controlada por el Estado a través de su mecanismo preventivo y 
represor. 


Entonces, si vamos a dejar una franja importante de consumidores y, al mismo tiempo, 
dejamos una lista de sustancias psicoactivas y todas las otras drogas que van a seguir vendiéndose en 
ese sector ilegal, creo que no conseguiremos nada en esa materia. 


Y este propósito inicial de contribuir a mejores niveles de seguridad pública y luchar contra el 
narcotráfico, en lo cual todos estamos totalmente de acuerdo, no se va a conseguir. 


Ahora bien; ya que el próximo jueves el señor Ministro del Interior vendrá al Senado para ser 
interpelado, vamos a tener una linda oportunidad para hablar también de este tema. Planteo esto 
porque me parece un asunto por demás importante. 


Sinceramente, estoy totalmente convencido de que con este instrumento no se logra nada en 
esa materia. Se puede lograr algo mejorando los niveles de prevención, disuasión, represión y mayor 
eficacia en el combate a las bandas de narcotraficantes, especialmente en lo que tiene que ver con el 
comercio minorista. 


Hace unos días, en la Comisión de Seguimiento de la Situación Carcelaria asistimos a un 
relato hecho por el señor Comisionado Parlamentario, quien dijo que el último motín que hubo en el 
Comcar, a pesar de todas las medidas, de los detectores, de la Guardia Republicana y de todo lo 
demás, fue consecuencia del consumo de pasta base. Quiere decir que si en los recintos carcelarios, 
donde deberíamos tener controles adecuados -que no los tenemos- se producen motines y hay 
muertos y heridos como consecuencia del suministro de pasta base a los reclusos, ¿qué podemos 
esperar de lo demás? Por tanto, creo que por ahí no vamos bien. 


Con el señor Presidente de la Comisión hemos sostenido el tema de la percepción del riesgo, 
porque tengo la sensación de que esto tiende a llevar a los consumidores a la percepción de la 
legitimidad de su accionar y de lo inofensivo que es el consumo de la droga. Y esto es lo más peligroso 


de todo, especialmente entre los jóvenes, teniendo en cuenta -esto es algo que no sabía-, además, que 
el daño que se produce en la actividad cerebral es mucho mayor cuando se consume a edades 
tempranas. 


Por esta serie de argumentos y con los debidos respetos por quienes piensan lo contrario -en 
el mundo hay experiencias en distintos sentidos, aunque creo que algunas experiencias europeas no 
son nada buenas, según lo manifestado por la delegación brasileña que compareció los otros días a 
una sesión de la Comisión-, debo decir que vamos a votar en contra de este proyecto de ley. 


SEÑOR CONDE.- Como estamos utilizando la discusión de este artículo 1% para dejar sentada la 
posición general sobre el proyecto de ley, quiero ratificar mi convencimiento sobre la necesidad que 
tiene la sociedad uruguaya de contar con esta ley. Sin embargo, por una razón de economía procesal, 
me voy a remitir a las palabras que ya expresaron mis compañeros de Bancada en esta misma sesión 
y a las diversas intervenciones que he realizado en sesiones anteriores. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Como adelanté, quiero hacer algunas reflexiones adicionales. 


Con total énfasis y con el respeto que me merece la Bancada oficialista, quiero decir que 
este no es un proyecto de ley para proteger, promover y mejorar la salud pública de la población, sino 
que tiene otra finalidad. 


Cuando uno lee la presentación del licenciado Calzada el 15 de octubre  -iba a venir 
acompañado por el Prosecretario de la Presidencia, pero finalmente este no pudo venir-, me refiero al 
Distribuido n.* 2435/2013, observa que él hace la justificación de este proyecto de ley basado en la 
criminalidad que existe alrededor del tema de las drogas en el mundo y en el Uruguay. El licenciado 
Calzada avanzó en el tema desde distintos ángulos, habló del sicariato, dijo que este proyecto de ley 
se insertaba dentro de un conjunto de medidas para mejorar la convivencia -estaba originado en el 
asesinato del pizzero de La Pasiva-, habló de los tipos delictivos que se organizaban, pero no se refirió 
a la salud. Insisto, no habló de la salud, sino de la seguridad. También habló del narcotráfico a gran 
escala, del microtráfico y de la dificultad que hay para controlarlo e hizo algunos saltos lógicos que no 
están fundamentados sino, por el contrario, creo que son fácilmente rebatibles. En la página 5 
manifestó: “Estas estrategias de control de todo este fenómeno productivo han estado centradas en 
una única herramienta: la interdicción, el control penal de todos los aspectos de la cadena.” 


Creo que el licenciado Calzada confunde la situación de la mayoría de los países en el mundo 
occidental -existen raras excepciones-, en los que el consumo de la droga está penado, con la de 
nuestro país, donde ese consumo no lo está. En el Uruguay el consumo no está penado y, por lo tanto, 
creo que el licenciado Calzada sigue abundando sobre los efectos que esta droga tiene sobre la 
seguridad, en las dificultades que ha encontrado de interdicción en nuestro país y hace una 
aseveración que entiendo que por sí misma está mostrando la falta de empeño que han puesto 
distintos organismos del Poder Ejecutivo -como he referido anteriormente- y particularmente el 
Ministerio del Interior, en luchar contra el abastecimiento. El señor Senador Gallo decía muy bien que la 
lucha contra las drogas siempre tiene dos partes: la reducción de la demanda y la reducción de la 
oferta. Sin embargo, en el Uruguay se ha privilegiado la reducción de la oferta en lo que tiene que ver 
con el traspaso de drogas a otros países, pero no necesariamente en lo vinculado a la importación para 
el consumo local. En un determinado momento, dice que hay que comparar la cantidad de 
procedimientos policiales que se realizaban en el año 2003, en que se hacían una media de veintitrés 
por mes, con el 2010, cuando se hicieron cuarenta y nueve, es decir, un poco más del doble. Ahora, 
¿alguno de nosotros piensa que entre esos años la cantidad de puntos de expendio o de bocas de 
pasta base o de venta de drogas solamente se duplicó? Creo que, en todo caso, en 2003 la relación 
entre procedimientos y cantidad de lugares donde se cometían infracciones debería ser mucho más 
alta que las que arrojan estas mismas cifras en 2010. 


De todos modos, el punto más importante que quiero mencionar es que toda esta exposición 
inicial del licenciado Calzada no toca para nada el tema de la salud pública, sino que menciona la 


interdicción, el control, la peligrosidad, la inseguridad y recién al final de la página ocho, se habla por 
primera vez de los aspectos sanitarios del tema. Quiere decir que esta no es una ley de salud pública, 
ni siquiera por parte de su propio propulsor y creador. 


Con respecto a algunas de las manifestaciones que se han hecho, debo decir que tuve la 
desgracia de vivir en algunos países donde realmente la lucha contra las drogas es una guerra, como 
en el caso de Guatemala, El Salvador o Colombia, país en el que no viví pero pasé algún tiempo. Creo 
que en el Uruguay hablar de guerra contra las drogas es no saber de qué estamos hablando, porque 
aquí no hubo ni hay ninguna guerra. Lo que hay aquí es incumplimiento y decaimiento sistemáticos de 
la aplicación de las leyes que están vigentes y no se cumplen. Estas normas tienen aspectos 
educativos y preventivos que se intentan recoger nuevamente en este proyecto de ley, pero aquí no 
hay una guerra contra las drogas. En todo caso, en los últimos dos años se ha dado una guerra entre 
traficantes, pero no de las fuerzas de seguridad con respecto a estos últimos. 


En segundo lugar, la señora Senadora Moreira hacía mención al modelo regulacionista en 
contraposición al modelo prohibicionista, pero en el Uruguay no hemos tenido ningún modelo 
prohibicionista, sino que hemos tenido un modelo reeducador. Si hubiéramos tenido un modelo 
prohibicionista, el consumo de cualquiera de estas drogas hubiera constituido un delito y no lo 
constituye, de manera que estamos importando un discurso externo a una realidad a la cual ese 
discurso externo no se aplica y esa tal vez sea una de las ignorancias más dañinas del señor Soros 
cuando dispuso destinar una cantidad muy importante de dinero para promover los diálogos sociales, 
de los cuales se hicieron cincuenta y tres reuniones. Yo pedí en esta Comisión que nos viniera a 
explicar y dijo que iba a venir cuando terminara. En buena medida esos diálogos se financiaron con 
plata del señor Soros, en desconocimiento de lo que establece la ley vigente y de espaldas a lo que 
queremos y lo que queríamos saber los Legisladores. 


Por cierto, no todos los consumidores son adictos y eso lo tenemos bien claro, pero lo que 
también tenemos bien claro es que los consumidores que inician su consumo en edades tempranas 
sufren daños mucho más importantes y mucho más difíciles de revertir, y el primero de esos daños es 
en el aprendizaje por los trastornos en la concentración, en la memoria, en la voluntad de continuar 
estudiando y superar obstáculos y por las propias dificultades que esta droga y otras -pero ahora 
estamos hablando de esta- le ocasionan a los niños y a los adolescentes. Y hablo de niños porque si la 
edad promedio de inicio es de quince años quiere decir que hay una gran cantidad que se inicia antes 
de los quince años; es más, la tasa de adicción al cannabis es mucho más alta y más frecuente 
cuando el consumo se inicia a edades tempranas. Atención: los daños que se ocasionan en el sistema 
nervioso central en esas circunstancias no son reversibles, o sea que es una secuela definitiva. Se me 
dirá que este proyecto de ley excluye a los menores y es cierto, pero crea un ámbito -como bien dijo el 
señor Senador Moreira- en el cual el acceso a la droga está legalizado, hay mucho más droga 
disponible y hay más cannabis de mala calidad a través del tráfico ilícito y de supuesta buena calidad a 
través del tráfico o del comercio legalizado. Ciertamente ese no es el mejor ámbito para solucionar los 
problemas de educación que tiene el Uruguay. 


Por último, con respecto al tema de la experimentación, la señora Senadora Moreira dijo que 
toda ley social en el fondo es una experimentación, pero no vamos a experimentar en contra de lo que 
dice la evidencia científica y ella dice claramente que los países que han flexibilizado el acceso a las 
drogas han tenido que dar marcha atrás porque de esa forma aumenta el consumo. Repito, todos los 
países que han experimentado y han flexibilizado el acceso a las drogas han tenido que dar marcha 
atrás porque el consumo aumenta. El colmo de la incoherencia sería que este artículo 1% dijera: 
“Decláranse de interés público las acciones tendientes a disminuir el consumo de cannabis entre la 
población uruguaya, particularmente la población infantil, adolescente y juvenil mediante una política 
orientada...”, porque ahí la contradicción sería absoluta. 


Este no es un proyecto de salud pública, sino un proyecto que reconoce el fracaso de la 
anterior y de la actual Administración en el combate de un consumo que segmentos juveniles de la 
población han incorporado a los usos y costumbres normales. Lo que hace este proyecto de ley es 
incorporar legalmente ese consumo a los usos y costumbres. Por eso, honestamente entiendo que la 
iniciativa le hace daño a la salud pública. No tengo la mínima duda de lo que estoy diciendo, y lo 
reitero: le hace daño a la salud pública. 


Por lo tanto, humildemente sugiero a la Bancada oficialista que se tome su tiempo porque - 
como bien dijo el señor Senador Moreira-, no veinte, sino cinco años de implementación de este 
proyecto de ley dejarán en las generaciones jóvenes secuelas que serán enormemente difíciles de 
revertir. 


Si ningún otro señor Senador desea hacer uso de la palabra, se va a votar el artículo 1*. 
(Se vota:) 
en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 2”. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974 y sus leyes modificativas, el Estado asumirá el control y la regulación de las actividades de 
importación, exportación, plantación, cultivo, cosecha, producción, adquisición a cualquier título, 
almacenamiento, comercialización y distribución de cannabis y sus derivados, o cáñamo cuando 
correspondiere, a través de las instituciones a las cuales otorgue mandato legal, conforme con lo 
dispuesto en la presente ley y en los términos y condiciones que al respecto fije la reglamentación.” 


-En consideración. 
Por mi parte, tengo una pregunta para formular a la Bancada oficialista. 


En este artículo se habla de varias acciones, pues se dice: “almacenamiento, 
comercialización y distribución de cannabis y sus derivados, o cáñamo cuando correspondiere”. No 
entiendo bien esto. Según recuerdo, el señor Senador Agazzi dijo que la planta de cannabis que 
produce cáñamo es, dentro de un mismo género, una especie distinta. Entonces tal vez sería 
conveniente diferenciar con nombres bien específicos cuál es la especie de cannabis que se quiere 
controlar y regular por su efecto psicoactivo, dejando afuera el cáñamo, que se relaciona con otra 
actividad comercial totalmente distinta, sin injerencia alguna -supongo- sobre la salud ni sobre la 
seguridad. 


Además, me llama la atención la redacción sobre el final del artículo, puesto que dice: “a 
través de las instituciones a las cuales otorgue mandato legal”. El mandato legal lo otorga la ley, no el 
Estado. Me parece que aquí hay un problema de redacción que debe ser corregido. 


SEÑOR CONDE.- La especificación del cannabis está establecida y detallada en el Título Il, que tiene 
como nombre, justamente, “Del cannabis”. Allí están todas las especificaciones técnicas necesarias. La 
frase “A través de las instituciones” -refiriéndose al Estado- “a las cuales otorgue mandato legal” se 
completa con la expresión: “Conforme con lo dispuesto en la presente ley y en los términos y 
condiciones que al respecto fije la reglamentación.” Nosotros interpretamos que otorga mandato de 
aplicación de la presente ley, de modo que no percibimos ninguna incongruencia en la frase, aunque 
podría estar redactada de otra manera. 


SEÑOR AGAZZI.- Consideramos que la definición de cannabis y de qué se entiende por cannabis de 
uso no psicoactivo está definido en el artículo 5*. 


Ahora bien, cuando el texto dice: “a través de las instituciones a las cuales otorgue mandato 
legal” -como preguntó el señor Presidente-, entendemos que se refiere al mandato legal que otorga 
este proyecto. Además, el literal C) del artículo 5* dice: “La plantación, el cultivo y la cosecha así como 
la industrialización y comercialización de cannabis de uso no psicoactivo (cáñamo). Las plantaciones o 
cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados previamente por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 


Pesca y quedarán bajo su control directo”. Es decir que otros artículos de este proyecto de ley 
establecen quién va a dar las autorizaciones. El artículo 2% dice: “a través de las instituciones a las 
cuales otorgue mandato legal”. Esto tiene que ver con las plantaciones, porque el riesgo que hay es 
que al estar muy regulada la plantación de cáñamo, productor de THC, aparezcan muchas 
plantaciones de cáñamo para hacer cuerdas que en realidad se pueden utilizar para sacarle el THC. 
Ese es el sentido: regular conjuntamente todo el cannabis, ya sea el que se usa con fines psicoactivos 
como el que se usa con fin industrial. 


SEÑOR MOREIRA.- Por una cuestión de redacción. El Estado no puede otorgar mandato legal. En 
todo caso debería decir: “A través de las instituciones a las cuales se les otorgue mandato legal”, 
porque el Estado no puede hacerlo. El mandato legal es la ley. Para mí este artículo está mal 
redactado. 


SEÑORA MOREIRA.- Estamos dispuestos a votar el artículo con la redacción que viene de la Cámara 
de Representantes con las aclaraciones que hemos hecho, más allá de que resulten satisfactorias o no 
para el resto de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR AGAZZ!.- El artículo 2* dice: “a través de las instituciones a las cuales otorgue mandato legal, 
conforme con lo dispuesto en la presente ley”. Y la presente ley establece, por ejemplo, que las 
plantaciones o cultivos deberán ser autorizadas previamente por el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Por lo tanto, dice quién va a realizar el control de las plantaciones. Si el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca no es una institución a la cual este proyecto le otorga un mandato, 
no sé qué es. 


(Intervención del señor Senador Moreira que no se escucha.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin perjuicio de que la señora Senadora tenga todo el derecho a reclamar que 
ponga esto a votación, me gustaría que lo hiciéramos con la mejor técnica legislativa posible. Fui yo, en 
definitiva, quien cuestionó si el Estado otorgaba o no mandatos legales. Yo entendí -y sigo 
entendiendo- que quien otorga mandato es la ley. Pero mi pregunta va dirigida a quienes tienen 
experiencia jurídica en cuanto a si un juez tiene que interpretar este segundo artículo. Paso a 
explicarme. Este tipo de redacción, tal como está, imperfecta -llamémosla así-, ¿puede plantear 
problemas de interpretación jurídica o no? Esa es, en definitiva, una de las cosas importantes que nos 
tienen que preocupar. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Si la señora Senadora Moreira quiere que se vote, yo diría que se vote 
todo el proyecto, 4 en 7, y nos ahorramos el trabajo de estar buscándole las mejoras al texto. 
Evidentemente, la mayoría quiere votarlo con punto y coma, como está -porque si no, tendría que 
volver a la Cámara de Representantes-, tiene derecho a hacerlo, lo ha dicho muy crudamente la señora 
Senadora y me parece muy bien. Yo, por lo menos, no voy a hacer ninguna sugerencia más. Desde el 
momento en que 4 en 7 tienen razón, “hasta aquí llegó mi amor”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De cualquier manera, como Presidente de la Comisión y habiendo trabajado 
en otros proyectos de ley en los cuales hemos tenido discrepancias pero hemos tratado de producir 
instrumentos que sean lo más idóneos posible, me gustaría dialogar para ver si podemos corregir las 
redacciones más inadecuadas o algunas disposiciones que pueden ser fácilmente tilddadas de 
inconstitucionales, aun sin ponernos de acuerdo sobre el fondo del tema, en el cual, evidentemente, no 
nos vamos a poder poner de acuerdo. 


SEÑORA MOREIRA.- Francamente no creo que esto genere un problema de inconstitucionalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me estoy refiriendo al artículo 2%, sino a los aspectos generales del 
proyecto ley. 


Hemos trabajado tratando de lograr buenos proyectos de ley. Ahora bien, si la Bancada 
oficialista tiene la decisión de no aceptar ninguna modificación por más grave que fuere la situación y 
de que va a aprobar esto tal cual está para que no tenga que volver a la Cámara de Representantes, 


simplemente abdico de mi función de Presidente, doy falta con aviso de aquí en más, que presida el 
señor Senador Gallo y no cuenten conmigo para esto, porque no me hago parte de un juego de este 
tipo. Soy muy responsable de mi trabajo. Bien claro. En todas las Comisiones. Quiero saber ante qué 
situación estamos. 


SEÑOR AGAZZI.- Estoy pensando en el artículo 2%, y para mí, lo que dice el artículo 2? está bien, y 
quiero analizarlo con la Comisión. Dice que el Estado -voy a sacarle al todo el ruido que tiene- 
asumirá una cantidad de funciones a través de las instituciones a las cuales otorgue mandato legal -el 
Estado-, conforme con lo dispuesto por la presente ley, y eso me parece que está bien. Leámoslo con 
cuidado: creo que tiene una cantidad de agregados, como “Sin perjuicio de lo dispuesto por el Decreto- 
Ley”, y luego cuando dice: “el control y la regulación de las actividades de importación, exportación, 
plantación”. Me parece que si uno desviste al artículo y se queda solo con el sujeto, el verbo y el 
predicado, el texto está bien; lo defiendo porque está bien redactado. 


(Dialogados.) 
SEÑOR MOREIRA.- Pero está mal dicho; el Estado no puede otorgar mandato legal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a si está bien o mal redactado, el ingeniero agrónomo, señor 
Senador Agazzi, tiene una visión y el doctor, señor Senador Moreira, tiene otra. En lo que me es 
personal, no lo veo tan claro pero, bueno, si no hay objeciones, se va a votar el artículo 2”. 


(Se vota:) 
en 6. Afirmativa. 
Léase el artículo 3*. 
(Se lee:) 


“TÍTULO ll, PRINCIPIOS GENERALES, DISPOSICIONES GENERALES. Artículo 3*.- Todas 
las personas tienen derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, al disfrute de los espacios 
públicos en condiciones seguras y a las mejores condiciones de convivencia, así como a la prevención, 
tratamiento y rehabilitación de enfermedades, de conformidad con lo dispuesto en diversos convenios, 
pactos, declaraciones, protocolos y convenciones internacionales ratificados por ley, garantizando el 
pleno ejercicio de sus derechos y libertades consagradas en la Constitución de la República, con 
sujeción a las limitaciones emergentes del artículo 10 de la misma.” 


-En consideración. 


La Mesa solicita que se dé lectura al artículo 10 de la Constitución de la República a que se 
hace mención. 


(Se lee:) 


“Artículo 10.- Las acciones privadas de las personas que de ningún modo atacan el orden 
público ni perjudican a un tercero, están exentas de la autoridad de los magistrados. 


Ningún habitante de la República será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de 
lo que ella no prohíbe.” 


-Con respecto a esto, quisiera hacer la siguiente consideración. El artículo 10 de la 
Constitución que se menciona en el artículo 3% del proyecto de ley, obviamente tiene una conexión que 
hay que vincular con el artículo 44 de nuestra Carta, que expresa: “El Estado legislará en todas las 


cuestiones relacionadas con la salud e higiene públicas, procurando el perfeccionamiento físico, moral 
y social de todos los habitantes del país”. Y en el inciso segundo se expresa: “Todos los habitantes 
tienen el deber de cuidar su salud, así como el de asistirse en caso de enfermedad. El Estado 
proporcionará gratuitamente los medios de prevención y de asistencia tan solo a los indigentes o 
carentes de recursos suficientes”. 


Entonces, no veo claramente cómo se compatibiliza esta mención al artículo 10 que se 
refiere, básicamente, a la libertad individual para hacer todo aquello que la ley no prohíbe y que no 
dañe el bien común, con el artículo 44, que establece la obligación a todos los habitantes de cuidar su 
salud. 


SEÑORA MOREIRA.- No entiendo lo que está planteando el señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a tratar de explicarlo más claramente. 


El artículo 10 a que se acaba de dar lectura -que figura en la Sección correspondiente a 
Derechos, Deberes y Garantías- establece que las acciones privadas de las personas que de ningún 
modo atacan el orden público ni perjudican a un tercero, están exentas de la autoridad de los 
magistrados, y que ningún habitante de la República será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni 
privado de lo que ella no prohíbe. Por su parte, el artículo 44, en su inciso segundo, establece que 
todos los habitantes tienen el deber de cuidar su salud, así como el de asistirse en caso de 
enfermedad. Quiere decir que la Constitución por un lado da libertad, pero por otro nos obliga a 
cuidarnos. Entonces, esta libertad establecida en el artículo 10 de la Constitución, al que se hace 
referencia en el artículo 3” del proyecto de ley, tiene una limitación en este tema específico, que es el 
deber que tiene todo ciudadano de cuidar su salud. Por lo tanto, hay una potencial contradicción que 
no está, desde mi punto de vista, adecuadamente resuelta, ya que se hace mención al artículo 10 en 
cuanto a que el consumo de las drogas es un derecho de la libertad individual, en lo que el Estado no 
debe interferir y, por otro lado se desconoce lo que establece el artículo 44 que dice que las personas 
no deberían consumir drogas que le hagan daño a su salud. 


SEÑORA MOREIRA.- Como dijo el señor Presidente, el paradigma del Uruguay no es previsionista 
respecto del consumo. Entonces, el deber de cada persona de cuidar su salud, en principio, no parece 
ser incompatible con la libertad en el consumo de las drogas. En lo personal, me parece que está bien 
la mención al artículo 10 y que no es necesaria la referencia al artículo 44. Por otra parte, retomo lo 
que el mismo señor Presidente ha dicho, en cuanto a que no existe penalidad para el consumo, sino 
libertad para el consumo. O sea que cuando el Legislador en 1974 otorgó libertad para el consumo de 
drogas a las personas habitantes del Uruguay, lo debe haber hecho, seguramente, en el entendido de 
que eso establece el artículo 10 de la Constitución. No sé si me explico, pero me parece que el hecho 
de que el consumo de drogas no esté penalizado en el Uruguay tiene que ver con el artículo 10 y no 
con el 44. En ese sentido, me parece que es correcta y pertinente la mención del artículo 10 y no del 
44, 


SEÑOR PRESIDENTE.- A ver si se entiende el planteamiento que estoy haciendo. 


El artículo 10 establece, como bien dice acá, el ejercicio de los derechos y libertades 
consagradas de los individuos, de los habitantes. El artículo 44 establece obligaciones específicas de 
esos habitantes para con su salud. La mención del artículo 10 y no del 44 parece desbalancear ese 
equilibrio que la Constitución está buscando en favor de los derechos y las libertades. En lo personal, 
creo que eso no es correcto, máxime en una ley cuyo artículo 1* dijo que declara de interés público 
todas las acciones tendientes a proteger, promover y mejorar la salud pública de la población, pero no 
hace referencia a la libertad irrestricta de la población. Los sanitaristas no somos muy libertarios en 
estas cosas y nunca lo fuimos, porque en ese caso no habría legislación sobre el tabaco, las vacunas 
no serían obligatorias, etcétera, etcétera. 


Consulto si hay disposición en la Bancada oficialista para equilibrar los dos valores que están 
en juego. 


SEÑOR AGAZZI.- No, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3". 
(Se vota:) 
en 6. Afirmativa. 
Léase el artículo 4. 
(Se lee:) 


“Artículo 4*.- La presente ley tiene por objeto proteger a los habitantes del país de los riesgos 
que implica el vínculo con el comercio ilegal y el narcotráfico buscando, mediante la intervención del 
Estado, atacar las devastadoras consecuencias sanitarias, sociales y económicas del uso problemático 
de sustancias psicoactivas, así como reducir la incidencia del narcotráfico y el crimen organizado. 


A tales efectos, se disponen las medidas tendientes al control y regulación del cannabis 
psicoactivo y sus derivados, así como aquellas que buscan educar, concientizar y prevenir a la 
sociedad de los riesgos para la salud del uso del cannabis, particularmente en lo que tiene que ver con 
el desarrollo de las adicciones. Se priorizarán la promoción de actitudes vitales, los hábitos saludables 
y el bienestar de la comunidad, teniendo en cuenta las pautas de la Organización Mundial de la Salud 
respecto al consumo de los distintos tipos de sustancias psicoactivas”. 


-En consideración. 


SEÑORA MOREIRA.- Me parece que este artículo -como es una disposición general- es el marco de 
referencia del resto de los artículos de la ley que tienen que ver los capítulos referentes a la salud y la 
salud y la educación de la población en los usuarios, especialmente con el Capítulo Il, es la disposición 
general en la cual se enmarca ese Capítulo. Me estoy refiriendo a la priorización de “la promoción de 
actitudes vitales, los hábitos saludables y el bienestar de la comunidad”, etcétera, etcétera. 


Por esta razón, no creo que sea un artículo objetable en ninguno de sus puntos. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero reiterar lo que ya hemos dicho porque lo que está establecido en el primer 
inciso, es decir: “proteger a los habitantes del país de los riesgos que implica el vínculo con el comercio 
ilegal y el narcotráfico” no va a lograrse. Es un propósito que no va a conseguirse; este no es el 
mecanismo adecuado para hacerlo por todas las consideraciones que varias veces hemos desarrollado 
en este ámbito y que ahora no voy a reiterar. 


Simplemente, quería dejar esta constancia fundamentando nuestro voto negativo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer dos planteos. 


El primero de ellos tiene que ver con las sustancias psicoactivas, sobre las cuales pedimos 
una definición en su momento a la Cátedra de Toxicología. Más adelante me referiré especificamente a 
este aspecto. 


El segundo planteo está relacionado con el segundo inciso de este artículo. Aquí se 
establece que a los efectos de lo establecido en el primer inciso, es decir, “proteger a los habitantes del 
país de los riesgos que implica el vínculo con el comercio ilegal y el narcotráfico”, “se disponen las 
medidas tendientes al control y regulación del cannabis psicoactivo y sus derivados, así como aquellas 
que buscan educar, concientizar y prevenir a la sociedad” etcétera, etcétera. 


El propio encabezamiento de este artículo está indicando que su ubicación como artículo 4 
dentro de este Título Il, Principios Generales, Disposiciones Generales, no es el más adecuado. 
Planteo esto porque el Título | es el que refiere a los fines de la presente ley. Se dijo que la finalidad de 
la presente ley es mejorar la salud pública minimizando los riesgos, reduciendo los daños; segundo, 
dando información, educación, etcétera; tercero, dando tratamiento. 


Entonces, una de las preguntas que me cabe es por qué el artículo 4% -que establece cuál 
es el objeto de la ley-, no está entre los fines, que es donde debería estar. ¿Cuál es la finalidad de la 
ley? Es esta, es decir: “proteger a los habitantes del país de los riesgos que implica el vínculo con el 
comercio ¡legal y el narcotráfico”, etcétera. 


Con respecto a las sustancias psicoactivas, la definición brindada a la Comisión por parte del 
Departamento de Toxicología dice que la sustancia psicoactiva es una sustancia, preparado o mezcla 
de sustancias, planta, hongo u organismo natural o sintético capaz de inducir en la persona que la 
consume con propósitos no terapéuticos o en forma no consistente con la prescripción médica, uno o 
más de los siguientes efectos neuropsíquicos: estimulación o depresión del sistema nervioso central, 
alucinaciones, disturbios de la motilidad, del pensamiento, de las percepciones, la conciencia o el 
humor y causar dependencia psíquica o psicológica. No veo claramente cómo podríamos incorporar 
esta definición a efectos de que quede claro a qué nos estamos refiriendo cuando hablamos de 
cannabis psicoactivo. 


La última observación que tengo para hacer, tiene que ver con el final del inciso segundo que 
dice: “Se priorizarán la promoción de actitudes vitales, los hábitos saludables y el bienestar de la 
comunidad, teniendo en cuenta las pautas de la Organización Mundial de la Salud respecto al consumo 
de los distintos tipos de sustancias psicoativas.” Hasta donde pude encontrar, la Organización Mundial 
de la Salud establece claramente la necesidad de mantener la restricción más absoluta en el acceso a 
sustancias psicoativas por parte de la población, salvo indicación médica. O sea que esa referencia a 
la Organización Mundial de la Salud está en contradicción con el dispositivo que se establece en este 
proyecto de ley. 


SEÑOR AGAZZI.- Voy a hacer una consideración general y no del artículo 4%, aunque esta lo incluye. 


En la Comisión hemos trabajado en un clima de construcción legislativa en distintos temas, 
pero en particular hubo uno en el que trabajamos muchos meses porque estábamos construyendo una 
ley que, en realidad, tomamos de la Cámara de Representantes y la hicimos de nuevo. En esas 
instancias, discutimos frase por frase en un ambiente que fue más de discussion paper en un ambiente 
académico, pero esa es una excepción en el trabajo de los Legisladores. Esa situación fue una 
excepción porque tuvimos que construir algo que hacía diez años se discutía en el Poder Legislativo 
como eran las técnicas de reproducción humana asistida y terminamos con un proyecto de ley 
totalmente distinto al que teníamos en un comienzo. Sin embargo, este caso es totalmente diferente. 
Estamos en un ámbito político y este tema se discutió mucho en la Cámara de Representantes a 
diferencia del que mencioné anteriormente. Además, tenemos una posición política como Bancada; no 
estamos ubicados en una discusión académica donde vamos a encontrar la letra chica en todas las 
cosas. Nosotros pedimos comprensión por esta situación y no es que nos neguemos al intercambio, 
pero vamos a defender este proyecto de ley. Entendemos que esta estrategia es una de las estrategias 
posibles. Aquí tengo un discussion paper que nos trajo el Diputado brasileño, producto de la Unodc, y 
en él están las políticas de los distintos países para el control del cannabis. Habla de la 
despenalización, del afloje en la legislación y menciona países donde hay una mezcla de estas 
políticas, incluso habla del cannabis con usos medicinales y saca algunas conclusiones. En realidad, 
nosotros estamos ubicados en este debate que se está dando, incluso en el terreno de las Naciones 
Unidas y cito este documento que es bien interesante y que está hecho por técnicos especialistas a 
nivel mundial. Nosotros estamos optando por uno de estos caminos que aquí se plantean como 
posibles. Este documento de Naciones Unidas describe lo que sucede en el mundo y nosotros estamos 
yendo por uno de estos caminos que apunta a separar los mercados, tomando el cannabis por 
separado y dándole como hizo el país con el alcohol un rol de regulación y control para poder tomar 
medidas como ya se demostró con el tabaco, obteniendo resultados positivos. 


En consecuencia, no se trata de que desprecie el clima de trabajo que nosotros sabemos 
crear; solamente quiero enfatizar en las particularidades de este proyecto de ley que nos va a llevar a 
aprobarlo tal como se aprobó en la Cámara de Representantes. Eso no quiere decir que nos neguemos 
a una discusión fraterna y profunda de las cosas, pero lo cierto es que en este momento tenemos una 
necesidad política de aprobar este proyecto de ley tal como viene. Digo esto porque me queda la 
preocupación de que se deteriore el clima que hemos tenido para el tratamiento de otros temas y que 
entiendo es un activo de esta Comisión. En este caso, por los motivos que estoy expresando, tenemos 
que actuar de forma diferente, pero no es porque despreciemos la construcción legislativa sino porque 
hay circunstancias políticas que nos llevan a tratar esta iniciativa de esta manera. 


Quería expresar esto con la mayor franqueza, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, aprecio la franqueza con que se ha expresado el señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR MOREIRA.- Teniendo en cuenta lo manifestado por el señor Senador Agazzi, me parece que 
no sería pertinente examinar el proyecto de ley artículo por artículo. Pienso que, en definitiva, lo mejor 
será expresar todas nuestras opiniones en el Plenario. Como decía el señor Senador Lacalle Herrera - 
creo que en este punto le asistía razón- si esto viene de esta manera y el proyecto de ley se va a votar 
tal como viene, no sé qué sentido tiene discutir en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, siento que mi deber como Legislador  -y no como Presidente 
de la Comisión-, es considerar artículo por artículo y señalar en cada caso los aspectos que desde mi 
punto de vista están mal. Si la mayoría quiere ignorar eso, allá la mayoría pero yo tengo observaciones 
que necesito manifestar porque me tomo mi trabajo en serio, para eso estudio las cosas y, por tanto, 
vengo aquí y tengo todo el derecho de expresar mi opinión y esperar una respuesta coherente. Si no 
obtengo esa respuesta, no es mi responsabilidad sino de quienes no están en condiciones de darla o 
no la pueden dar por los motivos políticos que ha expresado el señor Senador Agazzi. Reitero que el 
decir que se tiene en cuentas las pautas de la Organización Mundial de la Salud respecto al consumo 
de los distintos tipos de sustancias psicoactivas, contradice lo que establece el resto del proyecto de 
ley. 


Se va a votar el artículo 4”. 
(Se vota:) 
en 6. Afirmativa. 


Ahora deberíamos comenzar a considerar el Título 1Il, que tiene unos cuantos artículos y que 
merecería ser tratado con bastante cuidado. Creo que algunos de estos artículos como, por ejemplo, el 
que crea el IRCCA y de ahí para adelante, dentro de los 365 días previos a la elección nacional, es 
claramente inconstitucional, de acuerdo con el asesoramiento que he recibido. Por lo tanto, preferiría 
dejar este capítulo para la próxima sesión; si el jueves la interpelación termina temprano nos 
reuniremos ese día, de lo contrario, lo haremos el próximo martes. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero adelantar que el jueves estaré de licencia, aunque dejaré un suplente 
para la interpelación. Voy a estar presente en el Parlamento pero dado que la interpelación puede 
terminar muy tarde y a las 20 horas tengo que dar mis últimas clases en la Universidad, si la Comisión 
se reúne estará mi suplente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 54 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


